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ENMIENDA  DE  TOTALIDAD A LA MOCIÓN  DE SUMANDO-HEMAN GAUDE E IRABAZI-GANAR, “Declaración de Municipio opuesto a la aplicación del Tratado Transatlántico de Comercio e Inversión (TTIP)” PRESENTADA POR SUMANDO-HEMEN GAUDE
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El 26 de septiembre de 2014, Canadá y la Unión Europea (UE) anunciaron la conclusión de un ambicioso acuerdo  de integración económica, el Acuerdo Económico y Comercial Global (CETA en inglés). El acuerdo incluye un mecanismo de solución de controversias entre inversores y Estados (ISDS, en inglés) que podría desencadenar un auge de litigios de grandes empresas contra Canadá, la UE y Estados individuales de la UE, y que podría constituir una grave amenaza a las iniciativas de los Gobiernos para proteger a la ciudadanía y el medio ambiente.

El mecanismo del ISDS concede a las grandes empresas extranjeras la potestad de demandar directamente a los países ante tribunales internacionales privados y exigirles una indemnización por adoptar salvaguardias en materia de salud, medio ambiente, finanzas u otras medidas internas que, en opinión de dichas empresas, socaven sus derechos.

La resolución de estos litigios Inversor-Estado depende de árbitros comerciales privados a los que se les paga por cada caso que examinan, y que muestran una clara tendencia a interpretar la ley en favor de los inversores.

El mecanismo del ISDS puede impedir que los Gobiernos actúen en el interés público, tanto de forma directa, cuando una gran empresa demanda a un Estado, como indirecta, al desincentivar que se adopten determinadas leyes por miedo a provocar una demanda. En todo el mundo, los inversores han impugnado leyes que protegen la salud pública, como leyes antitabaco, prohibiciones sobre el uso de productos tóxicos o de la explotación minera, normas que requieren que se realicen evaluaciones de impacto ambiental y otras leyes relacionadas con residuos peligrosos, medidas tributarias y políticas fiscales.

El CETA incrementaría el riesgo de que la UE y sus Estados miembros sean demandados por inversores canadienses en los sectores de la minería y de la extracción de petróleo y gas. Los títulos de inversión canadienses en la UE son muy significativos en estos sectores, y algunas compañías mineras canadienses ya están involucradas en una serie de polémicos proyectos relacionados con recursos naturales en la UE. Los especialistas en minería ya están celebrando el CETA como un acuerdo “histórico”, que tendría “importantes repercusiones para la minería”. Las grandes empresas de petróleo, minería y gas de todo el mundo cada vez están recurriendo más al arbitraje de inversiones.

Esto significa, de hecho, limitar la capacidad de las Administraciones Públicas de cualquier nivel (estatal, autonómico o municipal), para adoptar políticas en las áreas de salud pública, medio ambiente o protección social y laboral por temor a las posibles indemnizaciones a las que tendrían que hacer frente al ser demandados por las ETN.
A pesar de que la Comisión Europea ha propuesto recientemente una reforma del ISDS en el TTIP (no incluida en el CETA), dicha reforma no aborda los defectos fundamentales del mismo. La sugerencia de introducir un Sistema Judicial de Inversiones (ICS en inglés) es meramente cosmética, y sirve solo como lubricante para hacer más aceptables los privilegios que seguirían teniendo los inversores extranjeros frente a los Estados, al continuar estos sin poder demandar a las empresas.

Lo preocupante es que estas reformas no lleguen a exigir a los inversores extranjeros, como a cualquier otro, incluyendo los inversores nacionales, que acudan a tribunales nacionales de un país antes de recurrir por la vía internacional. La Comisión Europea afirma en un informe su resolución a la hora de otorgar un estatus especial a las empresas extranjeras, permitiéndolas oponerse a las leyes de obligado cumplimiento para el resto y poniendo los intereses economicistas de una minoría por encima incluso de las leyes de mayor rango en el derecho internacional: aquellas que protegen los derechos humanos. Esto es especialmente inquietante en el caso de Europa ya que tiene, posiblemente, los tribunales más consolidados del mundo

Las filiales canadienses de multinacionales con sede en los Estados Unidos también podrán usar el CETA para demandar a Gobiernos europeos, incluso aunque la UE finalmente excluya o limite el mecanismo del ISDS/ICS en el TTIP, que se está negociando actualmente con los Estados Unidos. Esto es algo especialmente preocupante para la ciudadanía europea, ya que la economía canadiense está dominada por grandes empresas estadounidenses. Las filiales con sede en la UE de empresas extranjeras también tendrían el mismo poder de impugnar las normas adoptadas en Canadá.

Las empresas de la UE, canadienses y estadounidenses ya se encuentran entre las principales usuarias del arbitraje de inversiones, por lo que existen motivos de sobra para esperar que utilizarán el CETA con el fin de limitar las medidas gubernamentales en Canadá y Europa. El 53% (299) de todas las controversias Inversor-Estado conocidas en el mundo han sido iniciadas por inversores de la UE. Los inversores estadounidenses han presentado el 22% (127) de todos los casos Inversor-Estado conocidos. Los inversores canadienses son los quintos usuarios más frecuentes del arbitraje de inversiones.

Además, el TTIP y el CETA son los primeros acuerdos comerciales en incluir la cooperación reguladora obligatoria, a veces conocida como convergencia reguladora: un proceso de armonización de normas y regulaciones entre todas las jurisdicciones sobre bienes tan diversos, entre otros, como tuberías, productos químicos o  alimentos.

El CETA se compromete con un proceso en el que cualquier diferencia en las regulaciones entre Europa y Canadá, se refieran a los derechos laborales, las normas de protección medioambiental, las reglas sobre seguridad alimentaria o la legislación fiscal, podría ser considerada un obstáculo al comercio y suprimida. Ambas partes acuerdan compartir información sobre futuras regulaciones contempladas o propuestas incluso antes de que lleguen a sus propios parlamentos elegidos democráticamente, para evitar así su distorsión. Eso significa que la otra parte podría hacer cambios en un punto de la legislación antes de que lo vean los propios representantes públicos o ciudadanos del país.
La cooperación reguladora, tal como se pretende establecer en el CETA,  tendría como consecuencia que cualquier iniciativa reglamentaria municipal (p. ej. elaboración de las ordenanzas reguladoras de los polígonos industriales que incluyan criterios de sostenibilidad en el marco de las Agendas 21 Locales) podría cuestionarse por las ETN, debiendo pasar un filtro coste-beneficio y una evaluación de impacto comercial para poder aprobarse, lo que en la práctica llevaría a su bloqueo en la mayoría de los casos. Además, las posibles remunicipalizaciones de servicios privatizados por gobiernos anteriores devendrían prácticamente imposibles.
Pero quizá el punto más importante que debe preocupar a los europeos sobre el CETA es que es una herramienta para que las empresas estadounidenses impugnen los estándares y regulaciones europeos a través de sus subsidiarias en Canadá. Para impugnar las leyes europeas utilizando el ISDS. Lo único que tendría que hacer cualquier empresa grande estadounidense de los sectores de la agricultura, la energía o farmacéutica es utilizar a sus subsidiarias en Canadá, país donde muchas ya están presentes, o, si no lo están, crearla.

Si los europeos consiguen que no se incluya el ISDS en el TTIP pero se permite la implement​ación del CETA en su estado actual, las empresas estadounidenses podrán demandar a Europa como si se hubiera firmado el TTIP incluyendo el ISDS.
Este tratado supondría la mercantilización absoluta de nuestras vidas y el sometimiento total de la soberanía de los estados a los intereses de las grandes corporaciones.

El CETA, al perseguir la liberalización total de los servicios públicos y la apertura de  prestación de los mismos a las ETN, así como  a las compras y licitaciones  de bienes y servicios de las Administraciones Públicas, pone en peligro todos los servicios públicos y las compras públicas en todos los niveles de poder, y compromete la facultad de los representantes elegidos para administrar libremente sus comunidades locales y promocionar la actividad industrial, el empleo  y las  iniciativas locales.

Con el CETA y el TTIP, por primera vez, los gobiernos locales (municipios, provincias y comunidades) estarán sujetos a compromisos de abastecimiento que les impiden favorecer a las empresas locales y contribuir al desarrollo económico local. Según un análisis del Centro Canadiense para Políticas Alternativas, esto restringirá sustancialmente en la gran mayoría de los gobiernos locales de Canadá y Europa el uso de fondos públicos como catalizador de otros objetivos sociales, véase la creación de puestos de trabajo, el apoyo a los agricultores locales y la solución de la crisis medioambiental.
Si finalmente se ratificará e implantará el CETA, la lógica impuesta por este tratado  llevaría al desmantelamiento de los servicios públicos, así como a la pérdida de libertad de los poderes locales para suministrar los servicios necesarios que permitan satisfacer las necesidades sociales de sus poblaciones y la promoción de políticas de fomento de la actividad industrial y del empleo local.

Esta mayor liberalización de las relaciones comerciales Canadá-UE, tal como está concebida, implicaría una rebaja de los estándares europeos y canadienses, es decir, de las regulaciones que protegen al consumidor, a los trabajadores y al medioambiente,  ya que dichas regulaciones se enfrentan a los beneficios de las corporaciones. De esta manera se pondría fin al “principio de precaución” vigente en Europa, el cual regula la legislación sobre alimentación y derechos de los consumidores europeo.

La ratificación del CETA contribuiría, en el caso del Estado español, a la planificada ofensiva del  neoliberalismo conservador del gobierno estatal de desmantelamiento de los municipios, que bajo el nombre  de Ley de racionalización y sostenibilidad de la administración local pretende tres objetivos básicos:

· Restringir la democracia y la autonomía local.

· La supresión de competencias y servicios públicos locales.

· La total privatización de los servicios municipales.

Las ciudades y los municipios europeos reconocemos la importancia del comercio de mercancías y de servicios para el bienestar de la ciudadanía. Sin embargo, la competitividad y el desarrollo económico no deberían ser los únicos criterios para determinar los acuerdos comerciales tales como el CETA y similares (TTIP, TISA). Asimismo, los aspectos ecológicos y sociales tienen que tenerse en cuenta en cualquier negociación comercial bilateral o multilateral. También es importante que se realice un análisis comparativo sobre los costes que se generarían en estos ámbitos con la aplicación del tratado respecto a las supuestas ventajas que reportaría el mismo. Este análisis no sólo debe abarcar sus efectos económicos potenciales, sino también los impactos que el CETA podría tener en ámbitos como el social, el económico, el sanitario, el cultural y el medioambiental, tanto en la UE como en Canadá.
Los gobiernos regionales de la UE, así como  las corporaciones locales y comunidades autónomas del territorio español, tienen derecho a ser informados sobre la legislación que va a ser acordada a escala europea que les pueda afectar, para que de esta manera puedan expresar sus opiniones. Ese derecho no se ha facilitado hasta ahora a las distintas regiones y corporaciones locales europeas respecto al contenido y disposiciones del CETA.
Al ser considerado un acuerdo concluido, pese a no haber sido aún ratificado ni en Canadá ni en Europa, la Comisión Europea ha dejado intactas las disposiciones del ISDS en  el CETA y, como se describe arriba, esto es como mantenerlas en el TTIP. De hecho, en septiembre de 2015, el bloque socialista del Parlamento Europeo declaró claramente que no apoyaría las reformas propuestas por la Comisión a menos que se apliquen también al CETA.

Es crucial que los activistas y grupos europeos consideren el CETA prioritario, porque nos queda poco tiempo para rechazarlo. Esto significa, que la Comisión Europea debería realizar un análisis completo del texto del CETA, incluyendo las repercusiones sobre los derechos humanos, la salud, el empleo, el medio ambiente y el espacio democrático para que los cargos electos protejan los bienes público. La Comisión y las autoridad electas han de  responder a la creciente preocupación de la ciudadanía.

Hay que exigir a los miembros del Parlamento Europeo que no ratifiquen  el CETA, al menos hasta que tengamos respuestas creíbles a todas estas preguntas
Además, es necesario que  los gobiernos de los países miembros de la UE se comprometan a someter el CETA a la ratificación de los órganos legislativos de cada uno de los 28 estados europeos y del Parlamento Europeo
Las Administraciones Locales:

· al estar cerca de las necesidades de sus pueblos, tienen el deber de injerencia respecto a lo que se pretende con  el CETA, así como un deber de respuesta al mismo, si no quieren verse acusadas de no ayudar a la población y al planeta en peligro.

· siendo los canales adecuados para promover los servicios públicos y la industria y empleo locales, se esfuerzan para su promoción como respuesta al interés común.

· están obligadas a proteger los derechos sociales, económicos y medioambientales, y a hacer frente a los peligros y exigencias que puedan derivarse  del CETA , en el caso de intentar  aplicar  prácticas hoy prohibidas por las leyes europeas. Cabe mencionar entre ellas la producción de productos químicos y farmacéuticos sin que su inocuidad esté comprobada científicamente, la aceptación de alimentos modificados genéticamente, el consumo de carne de ternera y de cerdo tratado con hormonas,  el pollo esterilizado con cloro o  la extracción de gas por medio de la técnica del fracking.

Las colectividades locales pretenden ampliar el debate público y democrático sobre lo que está verdaderamente en juego tras este tratado, y la suerte que correrían los servicios y compras  públicos en caso de implantarse.

Por lo anteriormente expuesto, las colectividades locales quieren poner de manifiesto que:

· el comercio y la inversión solamente pueden contribuir al bien común y conducir a intercambios económica y socialmente beneficiosos si respetan las necesidades humanas, y no se basan únicamente en el beneficio de los especuladores financieros y de las empresas transnacionales.

· la eliminación programada y progresiva de los servicios públicos es también la eliminación programada y progresiva de la solidaridad y la democracia.

· la apertura total de los servicios  y las compras públicas a la competencia del capital privado produce efectos contraproducentes en cuanto a su accesibilidad, calidad y coste.

· los derechos sociales son derechos inalienables, por lo que no pueden depender exclusivamente de la lógica del mercado.

· sólo la existencia diversificada de servicios públicos socialmente útiles permite asegurar una calidad de vida digna para todos y en todas partes, en estrecho nexo con el ejercicio real de la democracia

· el control público debe preservarse para garantizar el acceso a los bienes comunes y a la creación de nuevos servicios públicos, así como para favorecer la industria y empleo locales
Por todo ello proponemos la siguiente:

1. Declarar a éste Municipio de Vitoria-Gasteiz como Municipio  Zona Libre de CETA, defendiendo los servicios públicos básicos para la solidaridad y redistribución social.

2. Solicitar del Ministerio de Administraciones Públicas del Gobierno de Español:

· su apoyo a todas las iniciativas dirigidas a mantener el carácter público de los llamados servicios socialmente útiles.
· la derogación inmediata con carácter retroactivo de la “Ley de racionalización y sostenibilidad de la administración local” para legislar en su lugar una nueva normativa enfocada al desarrollo de la economía local.
3. Solicitar del Ministerio de Economía y Competitividad la no ratificación del CETA  y  la suspensión de las negociaciones del TTIP y el TISA (Acuerdo Multilateral para la Liberalización y Privatización de Servicios Públicos)

4. Solicitar igualmente del Ministerio de Economía y Competitividad que:
· Disposiciones del tipo ISDS o ICS no sean incluidas en ningún futuro tratado de comercio  o inversiones, y sean eliminadas de los tratados actualmente en vigor.

· Lo mismo para disposiciones sobre servicios públicos y la propiedad intelectual.

· Evitar la participación directa o indirecta de las ETN, a través de cualquier tipo de organismo o lobbies, en los procesos reguladores o normativos de la UE y sus Estados miembros en relación con temas sociales, laborales, sanitarios, medioambientales o cualquier otra materia. Los entes reguladores públicos podrán en todo caso establecer consultas no discriminatorias con organizaciones democráticas de la sociedad civil.
· Que el texto ya consolidado y firmado del CETA, se someta a un proceso de ratificación, en coherencia con la legalidad europea y con los precedentes de anteriores tratados de carácter mixto, teniendo que pasar, además de por el Consejo y el Parlamento Europeo, por los parlamentos de los 28 países miembros de la UE y por referéndums vinculantes, ya que el contenido del  CETA desborda las competencias exclusivas de la Comisión Europea y ha de ser por tanto considerado como un acuerdo mixto. La misma exigencia es aplicable a la ratificación del TTIP y del TISA.
5. Dar traslado de este acuerdo al Gobierno del Estado Español, al Gobierno Vasco, a todos los grupos parlamentarios del Parlamento Vasco, el Congreso de los Diputados del Estado Español y del Parlamento Europeo, para que se registre y quede constancia del mismo
Vitoria-Gasteiz, a 27 de noviembre 2015
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